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A tal fin, por las Administraciones competentes se
establecerán, para cada caso, las medidas alternativas
que se estimen necesarias a fin de suplir y corregir aque-
llos aspectos estructurales o técnicos de difícil o impo-
sible adaptación, siempre que sea posible garantizar con
el establecimiento de tales medidas la total seguridad
de personas y bienes.

En cualquier caso, cuando los espectáculos y acti-
vidades recreativas se celebren en edificios que formen
parte del Patrimonio Histórico Andaluz, el otorgamiento
de las correspondientes autorizaciones o licencias estará
sometido al cumplimiento de la normativa en la materia
y a las condiciones establecidas en las normas de pro-
tección de ese Patrimonio.

Disposición derogatoria única.

1. Quedan derogadas cuantas normas de igual o
inferior rango se opongan o contradigan lo previsto en
la presente Ley.

2. En tanto no sean dictadas las específicas normas
reglamentarias de desarrollo, serán aplicables las normas
actualmente vigentes en materia de espectáculos públi-
cos y actividades recreativas, con su respectivo rango,
en lo que no se opongan o contradigan a lo previsto
en la presente Ley.

Disposición final primera. Desarrollo normativo.

Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar cuan-
tas disposiciones sean precisas para el desarrollo y eje-
cución de lo previsto en la presente Ley.

Para la elaboración de los proyectos de reglamento
dimanantes de la presente Ley se crearán grupos de
trabajo específicos, en los cuales estarán representados
los agentes sociales y organizaciones ciudadanas con
intereses en la materia.

Asimismo se autoriza al Consejo de Gobierno para
dictar cuantas disposiciones de carácter reglamentario
sean precisas para la regulación y ordenación adminis-
trativa de los espectáculos taurinos en el ámbito de la
Comunidad Autónoma de Andalucía.

Disposición final segunda. Espectáculos taurinos.

En tanto que por la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía no sea promulgada a nivel autonómico la normativa
aplicable a los espectáculos taurinos, la preparación,
organización y celebración de los mismos, así como su
régimen sancionador, se regirán por lo previsto en su
normativa específica, aplicándose ésta en lo que no se
oponga o contradiga a las disposiciones de la presente
Ley y demás normativa de aplicación en materia de
espectáculos públicos.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor una vez transcurridos
veinte días desde su publicación en el «Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía.»

Sevilla, 15 de diciembre de 1999.

MANUEL CHAVES GONZÁLEZ,

Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de la Junta de Andalucía» número 152,
de 31 de diciembre de 1999)

1010 LEY 14/1999, de 15 de diciembre, por la que
se fijan las sedes de las Secciones de la
Audiencia Provincial de Cádiz en Algeciras y
Jerez de la Frontera.

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA

A todos los que la presente vieren, sabed:

Que el Parlamento de Andalucía ha aprobado y yo,
en nombre del Rey y por la autoridad que me confieren
la Constitución y el Estatuto de Autonomía, promulgo
y ordeno la publicación de la siguiente Ley por la que
se fijan las sedes de las Secciones de la Audiencia Pro-
vincial de Cádiz en Algeciras y Jerez de la Frontera.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El Estatuto de Autonomía para Andalucía, en su
artículo 52.2, atribuye a la Comunidad Autónoma la com-
petencia para fijar la delimitación de las demarcaciones
territoriales de los órganos jurisdiccionales de Andalucía,
de conformidad con la Ley Orgánica del Poder Judicial.

La Ley Orgánica del Poder Judicial, al establecer la
planta y organización territorial, atribuye el ejercicio de
la potestad jurisdiccional, entre otros órganos, a las
Audiencias Provinciales, y en su artículo 80.2 prevé la
posibilidad de que se creen secciones de la Audiencia
Provincial fuera de la capital de la provincia, a las que
quedarán adscritos uno o varios partidos judiciales; la
posibilidad de creación de tales órganos ha sido llevada
a efecto por la Ley 2/1999, de 11 de enero, de modi-
ficación de la Ley 38/1998, de 28 de diciembre, de
Demarcación y de Planta Judicial, creando en el territorio
de la Comunidad Autónoma de Andalucía dos secciones
de la Audiencia Provincial de Cádiz con jurisdicción infe-
rior a la provincia.

En desarrollo de las competencias anteriormente
reseñadas, y de acuerdo con lo dispuesto en el apartado
2 del artículo 8 de la Ley de Demarcación y de Planta
Judicial, en la nueva redacción que de dicho apartado
efectúa el artículo tercero de la Ley 2/1999, de 11 de
enero, se fija mediante la presente Ley la sede de las
secciones de la Audiencia Provincial de Cádiz en Alge-
ciras y Jerez de la Frontera, con jurisdicción de extensión
territorial inferior a la de una provincia, tomando el nom-
bre del municipio en que aquellas están situadas.

Artículo 1.

La Sección de la Audiencia Provincial de Cádiz a la
que quedan adscritos los partidos judiciales números
2 de Arcos de la Frontera, 7 de Jerez de la Frontera
y 15 de Ubrique tendrá su sede en la ciudad de Jerez
de la Frontera.

Artículo 2.

La Sección de la Audiencia Provincial de Cádiz a la
que quedan adscritos los partidos judiciales números
3 de Algeciras, 5 de San Roque y 8 de La Línea de
la Concepción tendrá su sede en la ciudad de Algeciras.

Disposición final primera.

Se autoriza al Consejo de Gobierno de la Junta de
Andalucía para dictar cuantas disposiciones considere
necesarias para el desarrollo y ejecución de la presente
Ley.
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Disposición final segunda.

Esta Ley entrará en vigor el día siguiente al de su
publicación en el «Boletín Oficial de la Junta de Anda-
lucía».

Sevilla, 15 de diciembre de de 1999.

MANUEL CHAVES GONZÁLEZ,
Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de la Junta de Andalucía» número 150,
de 28 de diciembre de 1999)

1011 LEY 15/1999, de 16 de diciembre, de Cajas
de Ahorros de Andalucía.

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA

A todos los que la presente vieren, sabed: Que el
Parlamento de Andalucía ha aprobado y yo, en nombre
del Rey y por la autoridad que me confieren la Cons-
titución y el Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno
la publicación de la siguiente Ley de Cajas de Ahorros
de Andalucía.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

1

El Estatuto de Autonomía para Andalucía, en su
artículo 18.1.3.a, atribuye a la Comunidad Autónoma,
de acuerdo con las bases y la ordenación de la actuación
económica general y la política monetaria del Estado
y en los términos de lo dispuesto en los artículos 38,
131 y 149.1.11.a y 13.a de la Constitución, la compe-
tencia exclusiva en materia de Cajas de Ahorros.

Mediante la presente Ley, la Comunidad Autónoma
ejercita el preciso título competencial que en materia
de Cajas de Ahorros le atribuye el citado artícu-
lo 18.1.3.a del Estatuto de Autonomía, que le asigna
específicamente esta materia, distinguiéndola de la atri-
bución de competencias en fundaciones, ordenación del
crédito y otras materias relacionadas con las mismas,
dadas las especiales características que en las Cajas de
Ahorros concurren. De una parte, su inicial configuración
como entidades benéfico-sociales ha dado paso, en vir-
tud de la evolución del sistema financiero y de la impor-
tancia actual de su actividad crediticia, a su conside-
ración como entidades de crédito, evolución que refleja
el carácter específico de este título competencial. Por
otro lado, la dimensión social de las Cajas y su proyección
eminentemente regional constituyen rasgos distintivos
de estas entidades de crédito frente a otros interme-
diarios financieros, lo que también determina la atribu-
ción específica de competencias sobre las Cajas de
Ahorros, con independencia de la competencia autonó-
mica general sobre la ordenación del crédito, banca y
seguros.

Las competencias reconocidas en el artículo 18.1.3.a
del Estatuto de Autonomía, aunque se califican de exclu-
sivas, concurren con la estatal en la materia, pues, entre
otros límites, se confieren «en los términos de lo dis-
puesto en los artículos 149.1.11.a y 13.a de la Cons-
titución», por lo que habrán de ejercerse dentro de las
bases de la ordenación del crédito y de las bases y coor-
dinación de la planificación general de la actividad eco-
nómica.

En este aspecto, el Tribunal Constitucional ha con-
figurado en diversos pronunciamientos una sólida doc-
trina en la materia que deslinda las competencias auto-
nómicas de las que corresponden al Estado en virtud
de los antes citados preceptos constitucionales. En este
sentido, la doctrina constitucional ha dejado sentado
que, aunque las bases estatales de ordenación del crédito
afecten fundamentalmente a la actividad crediticia, com-
prenden también la estructura y organización de las
Cajas de Ahorros en cuanto establecen los elementos
configuradores de las mismas frente a los demás inter-
mediarios financieros. El carácter específico de las Cajas
de Ahorros se refleja, no sólo en su actividad como enti-
dades de crédito que han de cumplir una función social,
sino también en su configuración, correspondiendo al
Estado garantizar en ambas dimensiones esa especifi-
cidad, lo que, no obstante, ha de permitir el ejercicio
pleno de las competencias autonómicas incorporando
opciones políticas propias.

Los dos aspectos citados que concurren en la regu-
lación de las Cajas de Ahorros determinan también la
distribución de competencias entre las distintas Comu-
nidades Autónomas y, por tanto, el ámbito de aplicación
de la presente Ley. Las Cajas de Ahorros se rigen en
su organización por su estatuto personal determinado
por su domicilio social, por lo que la competencia de
la Comunidad Autónoma se extiende a todo lo relativo
a la capacidad, constitución, representación, funciona-
miento, transformación, disolución, extinción y demás
extremos derivados de la aplicación de la Ley personal.
Por lo que se refiere al aspecto externo o actividad, las
Cajas se rigen por el principio de territorialidad que con-
lleva que tales actividades queden sometidas a la com-
petencia de la Comunidad Autónoma en que se realicen.

De esta manera, quedarán sometidas a la presente
Ley las Cajas de Ahorros que tengan su domicilio social
en Andalucía, tanto en sus aspectos de organización
como en lo relativo a las actividades que desarrollen
en esta Comunidad Autónoma. Por lo que se refiere a
las Cajas de Ahorros que tengan su domicilio social en
otras Comunidades Autónomas, la Ley será de aplicación
en relación con las actividades que desarrollen en Anda-
lucía.

Una vez delimitado el complejo marco competencial,
y teniendo en cuenta especialmente la experiencia adqui-
rida en la aplicación de la normativa reglamentaria auto-
nómica, la Comunidad Autónoma de Andalucía puede
abordar con las debidas garantías la regulación legal
de las Cajas de Ahorros, en pleno ejercicio de sus com-
petencias. Ello se efectúa mediante la presente Ley, que
tiene por objeto una regulación completa de las Cajas
de Ahorros, tanto en sus aspectos de organización, como
en los relativos a las actividades que desarrollen.

Finalmente, debe significarse también la oportunidad
de la presente Ley en la actual coyuntura del sistema
financiero. El proceso de transformación del sistema
financiero español y la integración de los mercados a
que ha conducido la normativa comunitaria, que va a
recibir un nuevo y definitivo impulso como consecuencia
de la puesta en marcha de la Unión Monetaria Europea,
determinan una sustancial modificación del marco de
actuación de las entidades de crédito. Sin embargo, la
ampliación de los mercados no resta validez a la exis-
tencia de entidades financieras con vocación territorial,
sino que, por el contrario, refuerza su papel al convertirse
en instrumentos imprescindibles para garantizar un cier-
to equilibrio geográfico en la distribución de las ventajas
derivadas del proceso de integración económica y mone-
taria. Por otra parte, resulta necesario que, al menos
en una magnitud significativa, la gestión y el control
de los recursos financieros generados en un ámbito terri-
torial determinado queden sujetos a las decisiones de
agentes económicos y sociales autóctonos.


